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Los recursos presentados ante los 
Tribunales Económico-Adminis-
trativos (TEA) dejarán de pagar 
costas como consecuencia de su 
anulación por el Tribunal Supre-
mo, que ha anulado el artículo 
reglamentario que las regulaba, al 
considerar que en lugar de costas 
realmente se trata del cobro de 
tasas en un procedimiento que 
debe ser gratuito. 

El ponente de la sentencia, el 
magistrado Montero Fernández, 
estima que el artículo 51.2 del  
Reglamento de revisión en vía 
administrativa, desde su reforma 
de 2017, cuantifica el importe de 
“de forma general y abstracta” des-
vinculándolo del procedimiento 
concreto en el que se producen 
los gastos a sufragar y prescindien-
do de estos, puesto que desconec-
tarse de los costes del procedi-
miento, “le hace perder su verda-
dera naturaleza”. 

La sentencia, concluye que “ya 
no podemos estar hablando de 
costas del procedimiento, sino, 
dependiendo de la perspectiva 
desde la que nos aproximemos, 
tal y como hacen las partes al exa-
minar el artículo 51.2, cabe iden-
tificarlas como tasa, como medi-
da sancionadora o como presta-
ción patrimonial de carácter públi-
co no tributario, y de ser alguna 
de estas figuras lo que es eviden-
te es que no pueden ser costas del 
procedimiento.  

Es la propia parte recurrida la 
que en definitiva viene a negar a 
las costas del procedimiento su 
condición de tal, y aboga porque 
se considere que los artículos 245 

de la Ley General Tributaria y 51.2 
del Reglamento establecen “una 
prestación patrimonial de carác-
ter público no tributario”. 

A este respecto, Esaú Alarcón, 
abogado de Gibernau Asesores, 
que ha ejercico la dirección letra-
da en defensa del recurso presen-
tado por la Asociación Española 
de Asesores Fiscales (Aedaf), con-
sidera que “el magistrado reco-
noce que las costas del procedi-
miento son los gastos que se rela-
cionan inescindiblemente con el 
desarrollo del procedimiento y 
que se producen en su seno, nor-
malmente necesarios para cum-
plir la finalidad que se le reserva 
a dicho procedimiento”. 

Por ello, estima que en este caso  

“dadas las características del pro-
cedimiento económico adminis-
trativo, estos pagos parecen cir-
cunscritos a los gastos en los que 
incurren  los órganos económi-
coadministrativos derivados del 
procedimiento tramitado”. 

El artículo anulado por el Alto 
Tribunal imponía que estas se 
cuantificaran en un porcentaje del 
2 por ciento de la cuantía de la 
reclamación, con un mínimo de 
150 euros para las reclamaciones 
o recursos resueltos por órgano 
unipersonal, y de 500 euros para 
los que se resuelvan por órgano 
colegiado. En caso de reclamacio-
nes de cuantía indeterminada, las 
costas se  debían cuantificar en las 
cuantías mínimas referidas. Ade-
más, estas cuantías podían actua-
lizarse por orden ministerial.

El Supremo obliga a que 
los recursos a Hacienda 
vuelvan a ser gratuitos
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La nueva normativa mejorará 
el mercado hipotecario

Ignacio Faes MADRID.  

“La nueva Ley Reguladora de los 
Contratos de Crédito Inmobiliario 
es una clara mejora en el régimen 
jurídico regulatorio de las hipote-
cas y potenciará la seguridad jurí-
dica, la transparencia y la compre-
sión de los contratos”. Así lo desta-
ca la notaria Ana Fernández-Tres-
guerres, presidenta de la Sección 
de Derecho Internacional Privado 
de la Real Academia de Jurispru-
dencia y Legislación, quien dirigió 
una sesión pública sobre la juris-
prudencia del Tribunal de Justicia 
de la Unión europea y esta Ley 
5/2009.  

“La transposición de las exigen-
cias europeas a través de normati-
vas como ésta ha conseguido ya un 
relanzamiento hipotecario en Espa-
ña”, apunta Fernández-Tresgue-
rres. “Lo cierto es que la alarma 
social generada por el alto número 
de impagos y la morosidad fue el 
detonante de esta normativa”, añade.  

La Ley 5/2009 Reguladora de los 
Contratos de Crédito Inmobiliario, 
que entra en vigor el 16 de junio, 
recoge las exigencias de Bruselas 
en materia de transparencia y cláu-
sulas abusivas de los contratos. María 
José García-Valdecasas, abogada 
del Estado y agente del Reino de 
España ante el Tribunal de Justicia 
Europeo, repasó durante su inter-
vención la copiosa jurisprudencia 
en España y el Tribunal europeo en 
materia hipotecaria.  

Los juristas analizan la ley de crédito inmobiliario, que 
entra en vigor el domingo, y destacan su seguridad jurídica  
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hay dos iguales”, destaca el direc-
tor de la DGRN. 

Precisamente, Fernández-Tres-
guerres se interesó durante la sesión 
por el avance de la aplicación digi-
tal que permitirá a los notarios fir-
mar las hipotecas con todas las 
garantías que establece la nueva ley. 
El Consejo General del Notariado 
anunció el lunes que “ya está ple-
namente operativa”. Esta aplica-
ción se instaló el pasado 3 de junio 
en los 2.800 servidores de las nota-
rías españolas, permitiendo abrir la 
plataforma notarial a las platafor-
mas de las entidades financieras o 
de las gestorías que quieran conec-
tarse. “Es un alivio saber esto”, seña-
la Ana Fernández-Tresguerres. 

Por su parte, José Ramón Couso, 
presidente de la Sección de Dere-
cho Bancario del Colegio de Abo-
gados de Madrid, explica que, dede 
Europa, han analizado el asunto a 
conciencia. “Han comprendido en 
Bruselas que es un contrato com-
plejo y parece que esta normativa 
va as er una buena noticia”, añade. 

Couso apunta a la “enorme liti-
giosidad” en la materia “surgida por 
una crisis bancaria, financiera e 
inmobialiaria que todavía sigue 
dejando efectos directos y colate-
rales en la economía”. Couso espe-
ra que la norma acabe con la inse-
guridad jurídica.

A su juicio, “el legislador europeo 
viene, en las últimas décadas, hacien-
do esfuerzos muy altos para crear 
un mercado hipotecario con más 
protección para los consumidores”. 
En este sentido, señala que la nueva 
Ley 5/2019 “contribuirá a ambas 
finalidades”. 

Más burocracia 
Sin embargo, Vicente Guilarte, cate-
drático de Derecho Civil, rechaza 
las exigencias que impone la nor-

mativa a la hora de la firma de la 
hipoteca. “Hemos transitado hacia  
un modelo burocrático y presen-
cial, donde hay que pasarse varias 
veces por el banco y dos veces por 
la notaría”, subraya. “Además, esto 
creo que va a valer para poco”, apos-
tilla. 

Pedro Garrido, director general 
de los Registros y del Notariado 
(DGRN), señala a la complejidad 
de la variedad de contratos a los que 
se enfrentan los notarios. “Las hipo-
tecas son muy variables y flexibles 
y nos encontramos con muchos pro-
blemas en la práctica, porque no 

La norma incluye 
más transparencia  
y protección para 
los consumidores, 
según exige la UE
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